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CAPITULO I 

ANTECEDENTES DEL DEFENSOR DEL PUEBLO 
EN COLOMBIA 

1. ANTECEDENTES DEL ÜMBUDSMAN EN COLOMBIA

La primera tentativa de introducir un ente especial encargado 
de la defensa de los derechos humanos en Colombia data de 
finales del siglo pasado. El constitucionalista conservador 
Sergio Arboleda en su Proyecto de Constitudón para los Estados 
Unidos de Colombia (1885) propone la creación de un Poder 
Cooperativo, al que correspondía dicha tarea. 

Entre las funciones que el artículo 185 del citado Proyecto 
atribuye a los funcionarios de dicho poder se encuentran las 
siguientes: 

1. Velar por que se respete y ampare a los colombianos en el
ejercicio de sus derechos individuales; al efecto pueden repre­
sentar ante las autoridades ejecutivas y judiciales y ante los
cuerpos legislativos; denunciar ante los tribunales a los trans­
gresores de esos derechos y proponer acusación contra ellos y
sostener el juicio hasta su conclusión;

2. Supervigilar a los empleados públicos a fin de que cum­
plan las leyes en la parte en que les corresponda en negocios 
que no sean de su interés particular; ocurrir cuando adviertan 
fallas en los empleados inferiores a los superiores que puedan 
corregirlas o repararlas, y promover ante las autoridades com­
petentes los juicios de responsabilidad a que haya lugar; 

3. Publicar por la imprenta y con su firma las indicaciones
que crean conducentes al más exacto cumplimiento de la 
Constitución y de las leyes y al buen servicio de los intereses 
nacionales o seccionales, y publicar también las violaciones a 
las leyes que cometan los empleados públicos; pero les es 
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14 ALEXfü JULIO E5TRADA 

prohibido usar en sus reprt>Sentaciones y en los escritos que 
presenten palabras m.juriosas a los empleados, atr1buirles ma­
las intenciones, alterar los her.hos, desfigurarlos o referirlos 
incompletamente. Toda c�rLc;ura que hagan debe contener la 
relación exacta de los hechos y la cita textual de la ley vio­
lada. 3 

El poder cooperativo constituiría uno de los cinco poderes 
del Estado y sus funcionarios serian elegidos popularmente 
(artículos 93 y 98, ordinales 311 y 42 del Proyecto). La suprema 
dirección en el ámbito nacional de este poder está en manos 
del Cooperario, y en cada uno de los estados corresponderla a 
un funcionario denominado Veedor. 

Sin duda alguna el organismo propuesto por Arboleda 
está inspirado en la institución su�a del Ombudsnum, que en 
aquel entonces, sobra decirlo, no tenía su actual difusión, lo 
que revela un gran conocimiento de derecho comparado del 
constitucionalista conservador en un intento por trasplantar 
una figura que garantiza.-fa el libre ejercicio de las libertades 
individuales, y la sujeción de los actos de los funcionarios 
públicos a la legalidad. 

A pesar de lo novedoso de la iniciativa conterúda por el 
Proyecto Arboleda, y de sus innegables bondades, ésta no es 
recogida por la Constitución de 1886 , y en consecuencia no 
se establece una entidad encargada de la defensa de los 
derechos y garantías de los asociados. 

Sólo un siglo más tarde renace en Colombia el interés por 
establecer una figura de esta naturaleza, interés que se des­
pierta por la difusión de la institución de origen escandinavo, 
y por su acelerada implantación en ordenamientos pertene­
cientes a distintas familias jurídicas, tales como la anglonor­
teamericana y la continental europea, así como por diversos 
sistemas de gobierno, en un p1incipio en aquellos de carácter 
parlamentario y posteriormente aun en aquellos de tipo pre­
sidencial; por doquier el Ombudsman apru·ecía como una so­
lución que aseguraba a los asociados el control sobre una 
administración cada vez más poderosa y omnipresente. 

3 Restrepü Pkdrahíta, Carlos, Tres ideas cmLStitucíonales. Bogotá, Universidad 
fatemado de Colombia, 1978. p. 164. 
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EL OMBUDSMAN EN COLOMBIA Y EN MÉXICO 15 

Concebida inicialmente como una mera discusión acadé­
mica, la idea tomó fuerza para exbmderse entre la clase 
política y h opinión pública.4 Es así como los partidos políti­
cos hacen suya esta bandera y la incluyen en sus programas 
presidenciales. Ya t�n 1970 se expiden las primeras disposi­
ciones que establecen organismos de control de la adminis­
tración. 

El decreto 1546 de agosto 24 de 1970 crea el Servicio de 
Información Administrativa, dependencia de la Presidencia 
de la República, encargado de tramitar ante los fundonarios 
responsables las iniciativas y sugerencias, quejas y reclamos 
que presenten ios particulares ( artículo 22), y de prestar su 
colaboración a Jos particulares para el ejercido del derecho de 
petición.5 

Mediante el de-.:reto 1555 de agosto 25 del mismo año, se 
instituye la Comisión de Quejas y Reclamos, integrada por 
funcionaríos públicos y d':'legados del presidente de la Repú·· 
blica. Encargada de recibir las quejas que presenten lo� 
particulares contra las entidades de carácter nacional, depar­
tamental o municipal por el incumplimiento de funciones, asf 
como de dar aviso a los jefes de los funcionarfos responsa­
bles, verificar las mPdidas que aquéllos tomen con el fin de 
subsanar las deficiencias denunciadas y adelantar por su 
cuenta las d.em,1s gestiones que juzgue nt.>eesarias para el 
mismo fin (artículo 22).

6 

Estos dos decretos constituyen un primer intento de esta­
blecer un ente encargado de canalizar los reclamos de los 
asociados contra la administración, sin que se pueda afirmar 
en ningún momento que se trata de OmbudsmP-n. En efecto, 
ninguno de los organismos creados goza de autonomía sufi­
ciente respecto del Ejecutivo. que garantizara la inde­
pendencia de su ach1adón, requisito primero de la institución 
escandinava. Por eJ contrario, ambos eran dependencias de la 
Presidencia de la República, y los funcionarios que los inte­
graban eran nombrados por el presidente, a lo quP Sf! añade 

4 Ver Restrepo Piedrahí!a, Carlc,s, ou. cit., pp. 172 y ss. 
5 Decreto )546 de 1970, Diario Oficial No. 3JI58, Bogo1á. In�prenta Nacional, 

tx:tubre l de 1970. 
6 Decreto 155� de 1970, Diario Ofic111/ No. 3:1\58, Rogotá, Imp.renta Nadonat. 

octubre l de l 970. 
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16 ALEXEI JULIO ESTRADA 

que operaban como meras instancias de trámite, sin faculta­
des de investigación y sin posibilidad de emitir recomenda­
ciones no obligatorias y públicas. Se asemejan a las agencias 
oficiales de quejas y reclamos instauradas por numerosos 
países en desarrollo en la misma época, sin gozar, no obstan­
te, de los poderes disciplinarios con que contaban la mayoría 
de éstas.

7 

En 1976, y ante una ola de escándalos por corrupción 
administrativa, el gobierno presenta al Congreso un proyecto 
para crear la Veeduria de la Administración, que se ocuparla 
de examinar las quejas o reclamos de los ciudadanos por la 
indebida o ilegal actuación de los funcionarios públicos. An­
tes que establecer un Ombudsman, el proyecto persigue mora­
lizar la administración, mas no llega a convertirse en ley. 

Ese mismo año son presentados ante el Congreso dos 
proyectos de reforma constitucional que preveían el estable­
cimiento de un Ombudsman. El primero de los cuales, presen­
tado ante la Cámara de Representantes, propone la creación 
de un procurador parlamentario con amplias facultades in­
vestigativas y correccionales respecto de los servidores públi­
cos. El segundo, debatido por el Senado, contempla la figura 
del defensor de los derechos humanos, encargado de vigilar 
el cumplimiento de los derechos civiles y garantías sociales 
consagrados en la Constitución. Pese al interés existente en la 
materia, ambos proyectos fueron archivados. Un año más 
tarde fueron sometidos a la consideración del Congreso sin 
contar con mejor fortuna. 

8 

A pesar de no haber sido aprobados estos proyectos, son 
el primer intento de establecer constitucionalmente un comi­
sonado de la legislatura encargado de defender los derechos 
fundamentales, superando los estrechos márgenes de compe­
tencia de las figuras hasta entonces creadas por el Poder 
Ejecutivo. Además, el hecho de que la iniciativa provenga de 
la legislatura, demuestra la difusión que había alcanzado la 

7 En los años cincuenta y sesenta numerosos países en vías en desarrollo, tales 
como la India, Filipinas, y algunas naciones africanas, establecieron oficinas encar­
gadas de la vigilancia de la administración. Vid. Vitoria, Leandro A., "El Comité 
Presidencial de Quejas y Remedios de las Filipinas", en Rowat, Donald C., El 

Ombudsman. El dejen.sor del ciudadano. México, Fondo de Cultura Económica, 
1973, pp. 32 y SS. 

8 Cfr. Restl't'po Piedrahíta, Carlos, op. cit., pp. 181 y ss. 
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EL OMBUDSMAN EN COLOMBIA Y EN MÉXICO 17 

institución del Ombudsman y que el interés por el control de 
los funcionarios públicos ya no era exdusivo del Poder Eje­
cutivo. 

La reforma constihtcional de 1979 recoge la preocupación 
existente, y en su artículo 40 dispone: 

Corresponde al Procurador General de la Nación y a sus 
agentes defender los derechos humanos, la efectividad de las 
garantías sociales, los intereses de la nación, el patrimonio del 
Estado y supervigilar la administración pública. En. tal virtud, 
tendrá las siguientes atribuciones especiales: 

lll. Pronunciarse sobre las quejas que reciba por violación
de los derechos humanos y las garantías sociales en que incu­
rran los funcionarios o empleados públicos, verificarlas y dar­
les el curso legal correspondiente. 

211. Velar por la integridad del derecho de defensa y por la
legalidad de los procesos penales 

311. Vigiliu· la conducta oficial de los fundonarios y emplea­
dos públicos y ejerc:er sobre ellos el poder disciplinario, direc­
tamente o suscitando la imposición de la sanción, sin perjuicio 
de las atribuciones de los respectivos supeliores jerárquicos. 

lQII. Presentar a la consideración del Congreso proyectos de 
ley relativos a su cargo y especialmente a la defensa de los 
derechos humanos y a la defensa de las ganmtías sociales.9 

Se adopta entonces una solución colombiana al problema 
de la defensa de los derechos humanos, encomendándose 
esta tarea a una institución de vieja data en el ordenamiento 
constitucional: la Procuradurfa General de la Nadón, entidad 
encargada por la Constitución de 1886, de la defensa de los in­
tereses de la nación y de la vigilancia de la conducta de los 
empleados públicos; que en vírtud de la reforma acumula a 
su tradicional potestad disciplinaria sobre los empleados pú­
blicos nuevas atribuciones en materia de protección de los 
derechos humanos. De esta manera se crea un orga1úsmo sui 
géneris, que no sólo investiga las presuntas violaciones sino 
también sanciona a los funcionarios infractores superando 
ampliamente el marco de competencias de un Ombudé-man. 

9 Castro, Jaime, Cor.stituci611 Polftica de Colombia, Bogotá, Editorial Oveja 
Negra, 1982, pp. 524-525. 
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18 ALEXEI JULIO ESTRADA 

Pero esta nueva figura tiene corta vida. Por sentencia del 
tres de noviembre de 1981, la Corte Suprema de Justicia 
declara la inexequibilidad del acto legislativo en comento y 
nuevamente queda en el limbo la defensa de los derechos 
individuales y de las garantías sociales consagradas constitu­
cionalmente. 

Pero la necesidad de crear una dependencia encargada de 
Ja protección de los derechos hu.manos se convierte en una 
necesidad apremiante debido al awnento de la conculcación 
de estos derechos por los agentes del Estado, en medio de 
una violencia generalizada agudizada por los diversos con­
flictos internos del país. Dada la dificultad de implementar 
una nueva reforma constitucional, el Ejecutivo acude a vías 
alternas, y con base en el decreto 146 de 1976, que lo faculta 
a designar consejeros ad honorem con la función de prestarle 
asesoría en asuntos que requieran conocimientos especializa­
dos, se crea, mediante el decreto 2111 de 1987, la Consejería 
Presidencial para la Defensa, Protección y Promoción de los 
Derechos Humanos. 

El artículo primero establece que t�l consejero presidencial 
era un funcionario de libre nombramiento y remocíón del 
presidente de la República, encargado de asesorarlo en todos 
los aspectos relacionados con la defensa, promoción y protec­
ción de los derechos humanos. 

El artículo segundo asigna al consejero las siguientes fun­
ciones: 

1 '1. Infoimarse en cuanto no se trate de documentos reserva­
dos, sobre las denuncias que se formulen ante cualquier orga­
nismo público o privado, relacionada con la violación de los 
derechos humanos. 

'P. Coordinar las acciones dirigidas a garantizar la adecua­
da protección y defensa de los derechos humanos fundamen­
tales consagrados en el título m de la Constitución Politica y 
en la Declaración Universal de los Derechos Humanos. 

3'1. Establecer contactos con las comisiones especiales de 
derechos humanos de la Organización de las Naciones Unidas 
y con los grupos de trabajo correspondientes, así como con la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos (CIDH). 

41'. Asegurar que se produzca oportuna respuesta y ad.�a­
do tránúte de las peticiones y demanda.s formuladas por los 
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EL OMBUDSMAN EN COLOMBIA Y EN MÉXICO 19 

organismos internacionales vinculados con la defensa de los 
derechos hwnanos. 

5". Recibir y tramitar las quejas, denuncias o amena7.as que 
sobre la violación de derechos humanos se formulen ante su 
de&pacho y ponerlas en conocimiento del organismo compe­
tente para la correspondiente investigación. 

f/<. Colaborar con los organismos investigadores en todo 
aquello que esté a su alcance para lograr el esclarecinúento de 
los hechos violatorios de los derechos humanos y su sanción, 
si a ello hubiere lugar. 

'72. Rendir al gobierno nacional, irúormes periódicos sobre 
los asuntos a su cargo. 

&1. Sugerir al gobierno las medidas que puedan tomarse 
para garantizar en el país el respeto y la debida protección de 
los derechos humanos. 

CfJ. Coordinar su actividad con los organismos del Estado 
vinculados a la protección de los derechos humanos.10 

El mismo decreto crea un comité colaborador en la defen­
sa, protección y promoción de los derechos humanos, inte­
grado por los ministros de gobierno, de Relaciones Exteriores, 
de Justicia, de Defensa y de Comunicaciones; el procurador 
general de la Nación y el director Nacional de Instrucción 
Criminal que se reúne periódicamente para analizar casos 
específicos de violaciones a los derechos humanos (articu­
lo SQ). 

A pesar de que la creación de la Consejería refleja la 
preocupación gubernamental por la protección de los dere­
chos humanos, la naturaleza misma de este organismo -el 
cual no goza de personería jurídica ni de autonomía adminis­
trativa o financiera y tiene esencialmente Wl carácter asesor-, 
así como el tipo de funciones que le asigna el decreto 2111, 
le impiden desplegar una labor eficaz en cuanto a la defensa 
y protección de los derechos humanos, concretándose su ac­
ción principalmente en el campo de la promoción y divul­
gación de éstos. 

No puede considerarse a la Consejería como un Ombuds­

man, pues en primer lugar no goza de ninguna autonomía 
respecto del Ejecutivo; a esto se añade el hecho de no estar 

10 Decreto 2111 de 1987, Diario Oficial No. 38.112. Bogotá, Imprenta Nacio­
nal, 9 de noviembre de l 987. 
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20 ALEXEI JULIO FSTRADA 

facultada para formular recomendaciones ni de poner en 
conocimiento de la opinión pública el resultado de sus inves­
tigaciones. 

La Ley 4a. de 1990 "Por la cual se reorganiza la Procura­
duría General de la Nadón, se asignan funciones a sus de­
pendencias y se dictan otras disposiciones", establece la 
Procuraduría Delegada para la Defensa de los Derechos Hu­
manos, dependencia de la Procuraduría General de la Nación 
encargada de: 

a) Actuar por delegación del procurador general de la Nación
en la mediación y búsqueda de la solución de los conflictos
que se ocasionen por violación de la Ley 74 de 1968 y demás
pactos y convenios internacionales que sobre la materia haya
aprobado el Congreso de la República;

b) Adelantar y decidir, en única instancia, la acción discipli­
naria por participación en actos que configuren genocidio, 
torturas y desapariciones de personas, en que incurran en 
ejercicio de sus funciones los miembros del Ministerio de 
Defensa Nacional, las fuerzas militares, la Polic.1a Nacional, los 
funcionarios o personal de los organismos adscritos o vincu­
lados a esas ínstituciones, y los demás funcionarios y em­
pleados. 

Par.1grafo. Para los fines previstos en los literales a) y b) del 
presente articulo, cuando en una misma actuación disciplina­
ria debart investigarse y fallarse varias conductas sometidas a 
diversas competencias, conocerá de la misma, mientras subsis­
ta la conexidad, la Procuradwia Delegada para los Derechos 
Humanos. 

e) Llevar debidamente actualizado el registTo de los casos
de genocidio, tortura y desaparición de personas naturales, 
nacionales o extranjeras; 

d) Conocer y dar trámite a las autoridades competentes de
las denuncias que formulen los organismos nacionales e inter­
nacionales sobre violación de los derechos humanos; 

e) Promover y divulgar la defensa de los derechos humanos
en general; asimismo, dar respuesta a los informes que solici­
ten los organismos nacionales e internacionales sobre violación 
de los derechos humanos y libertades fundamentales.

11 

11 Artículo 22, Ley 4 de 1990. Diario Oficial No. 39. 132, Bogotá, Imprenta 
Nacional, 5 de enero de I 990. 
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EL OMBUDSMAN EN COWMBIA Y EN MÉXICO 21 

De esta manera, una disposición legal asigna a la Procura­
duría General de la Nación la defensa de los derechos huma­
nos, función que ejerce a través de una de sus dependencias, 
encargada de investigar las denuncias por presuntas violacio­
nes a los derechos humanos y sancionar a los funcionarios 
responsables. Se repite entonces el sistema propuesto por la 
reforma constitucional de 1979: acumular en un mismo ente 
la protección de los derechos humanos y la potestad discipli­
naria sobre los empleados públicos. 

A pesar de no gozar de independencia frente al Poder 
Ejecutivo, ya que al tenor del articulo 142 de la Constitución 
de 1886 el procurador ejerce sus funciones bajo la suprema 
dirección del gobierno, la Procuraduría realiza una meritoria 
labor en materia de protección y difusión de los derechos 
humanos al esclarecer numerosos casos de desaparecidos, 
denunciando abusos, destituyendo a los funcionarios respon­
sables y ejerciendo una estrecha vigilancia sobre las fuerzas 
armadas. Mediante un adecuado manejo publicitario difunde 
la importancia de la labor a su cargo, de tal manera que en 
corto plazo la opinión pública identifica a la Procuraduría 
como el órgano defensor de sus derechos. 

La crisis de legitimidad del Estado colombiano toca fondo 
a fines de los años ochenta. En 1990, luego de una accidenta­
da campaña presidencial signada por la violencia, se convoca 
una asamblea nacional constituyente encargada de elaborar 
un nuevo marco de convivencia ciudadana. La problemática 
de los derechos humanos es una de las principales preocupa­
ciones de la opinión pública, y se convierte en uno de los 
principales temas a debatir. Sin duda es el momento oportu­
no para ampliar constitucionalmente la carta de derechos y 
encomendar a un Ombudsman su defensa. Así lo entienden 
todas las corrientes políticas que en sus diversas propuestas 
incluyen la figura. 

Es así como a la consideración de la Asamblea Nacional 
Constituyente se someten gran número de proyectos relativos 
al Ministerio Público que acogen las más diversas propuestas 
sobre esta institución. Algunos, como el del gobierno, propo­
nen la creación de un Ombudsman independiente del Ministe­
rio Público. Se propugna entonces una dualidad de figuras: 
un procurador encargado de la defensa de los intereses de la 
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22 ALEXEI JULIO FSTRADA 

nación y de la vigilancia de la administración pública, y un 
defensor de los derechos humanos encargado de velar por la 
protección de las libertades fundamentales. Otros proyectos 
prevén un defensor de los derechos humanos subordinado al 
procurador general de la nación y otros más confunden en 
una sola figura bajo la denominación de Defensor del Pueblo 
las funciones de defensa de los derechos humanos y de vigi­
lancia de los funcionarios públicos.12 

A pesar de estar ampliamente familiarizados tanto con las 
características de la institución de origen escandinavo, como 
de su innegable utilidad en la defensa de los ciudadanos, en 
la subcomisión encargada del estudio del Ministerio Público 
y por ende de la posibilidad de instituir un defensor de los 
derechos humanos, no hay unanimidad sobre la conveniencia 
de su adopción. En el informe-ponencia presentado a la Co­
misión Cuarta se consigna: 

No hubo acuerdo en la subcomisión sobre la figura del defen­
sor de los derechos humanos. En principio y pese a reconocer­
se la novedosa naturaleza de la función, se consideró que la 
misma debe encuadrarse dentro de la Procuraduría General 
de la Nación En este sentido hubo consenso sobre el listado de 
funciones que configuran la institución y que deben consa­
grarse, sin iml?frtar finalmente cuál sea le entidad encargada
de cumplirlas. 

3 

Finalmente, la comisión cuarta aprueba un articulado en el 
que se confunden en una sola figura denominada Defensor 
del Pueblo -nombre inspirado en la figura española-, las 
atribuciones de vigilancia de la administración y de defensa 
de los derechos humanos, siguiendo el precedente de la re­
forma constitucional de 1979, y sin modificar en lo esencial lo 
dispuesto en la materia por la Ley 4 de 1990, al que hemos 
hecho referencia. Correspondería a este funcionario: "Defen­
der, proteger y promover la inviolabilidad de los derechos 

12 Para una mayor información sobre las diversas propuestas presentadas a la 
Asamblea Constituyente, ver ponencia "Ministerio Público" de los constituyentes 
Armando Holguín Sarria y Hernando Londoño Jiménez en Gaceta Constitucional 

No. 38, Bogotá, Imprenta Nacional, abril 5 de 1991. 
13 Gaceta Constitucional No. 52, Bogotá, Imprenta Nacional, 17 de abril de 

1992, p. 9. 
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humanos y asegurar su efectivo cumplimiento", además de la 
defensa de los intereses de la nación y la vigilancia de los 
fun • • úbli 14 c1onanos p cos. 

Esta creación sui géneris es blanco de numerosas críticas, 
aun por parte de los mismos integrantes de la Comisión, ya 
que no introduce ninguna innovación al régimen ya existente, 
salvo la confusión que provoca la denominación de la insti­
tución. Al respecto, la constituyente María Teresa Garcés Llo­
reda en su informe de minoría alega: 

[ ... ] No se ve razón válida para cambiar el nombre de procu­
rador general de la nación por el Defensor del Pueblo, el cual. 
en Espai\a, de donde es originario, corresponde a un Ombuds­

man, veedor, mediador y defensor de los derechos humanos, 
y donde paralelamente existe la figura del Ministerio Público. 
Las funciones que el proyecto de la mayoría atribuye al defen­
sor del pueblo son las mismas que actualmente tiene la Procu­
raduría, enriquecidas por el proyecto de la mayoría, las cuales 
proponemos conservar, y aquellas que este proyecto plantea 

15 

para el defensor de los derechos humanos. 

Concluye su informe presentando una propuesta de articu­
lado en la cual se distingue entre ambas figuras el procurador 
general de la nación, cabeza del Ministerio Público, y el 
Defensor del Pueblo,, responsable de la defensa de los dere­
chos humanos, ambos autónomos e independientes. 

Esta confusión inicial también despierta resistencias en el 
gobierno, y es así como en la constancia sobre el Ministerio 
Público y el defensor de los derechos humanos que presenta 
ante la Asamblea Nacional Constituyente plantea: 

Sin embargo, el gobierno ve con preocupación que tales atri­
buciones -las de defensa de los derechos humanos- se ha­
yan asignado al procurador general de la nación, que según la 
ponencia para primer debate se denominarla Defensor del 
Pueblo. Después de revisar instituciones análogas de otros 
países encargadas de la defensa de los derechos humanos en 
general, y no sólo del derecho a la vida o a la integridad ffsica, 

14 Ver Gaceta Constitucional No. 83, Bogotá, Imprenta Nacional, 27 de mayo 
de 1991. 

15 Gaceta Constitucional No. 89, Bogotá, Imprenta Nacional, 4 de junio de 1991. 
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24 ALEXEI JULIO FSTRADA 

no fue posible encontrar un solo país donde se acumulen en 
un mismo funcionario la función disciplinaria y la función de 
defender los derechos humanos. En realidad, la naturaleza 
de cada una de ellas es bien distinta [ ... ] Respetuosamente 
sugerimos a la Asamblea Nacional Constituyente que estudie 
la posibilidad de crear un defensor de los derechos humanos 
independiente y separado de la Procuraduría General de la 
Nación [ ... ]

16 

Se aduce, entre otras razones, que el exceso de funciones a 
cargo del Procurador impedirla que éste se encargue eficaz­
mente de la defensa de los derechos de los asociados. Esa 
misma razón obligaría al titular del Ministerio Público a 
delegar la defensa de los derechos humanos en un funciona­
rio subalterno, en perjuicio de la importancia de dicha tarea. 

En vista del consenso existente sobre la necesidad de sepa­
rar funciones de naturaleza diferente, el pleno de la Asam­
blea Nacional Constituyente introduce modificaciones al 
texto aprobado por la Comisión y adopta la distinción entre 
el Procurador General de la Nación, cabeza del Ministerio 
Público y el Defensor del Pueblo. Sin embargo, respecto de 
esta última figura establece: "El Defensor del Pueblo formará 
parte del Ministerio Público y ejercerá sus funciones bajo la 
suprema dirección del Procurador General de la Nación."

17 

Si bien se logra el propósito inicial de establecer institucio­
nes separadas, se coloca al Defensor del Pueblo bajo la tutela 
del Procurador, lo que desvirtúa la razón de ser del primero, 
ya que lo priva de independencia y de autonomía, requisitos 
esenciales para garantizar la credibilidad de su gestión. 

2. LA DEFENSA DE LOS DERECHOS HUMANOS

POR LOS TRIBUNALES ADMINISTRATIVOS

Desde 1945 se instaura en Colombia un sistema de tribu­
nales administrativos que sigue estrechamente el modelo 

16 Constancia sobre el Ministerio Público y el Defensor de los Derechos Huma­
nos, presentada ante la plenaria de la Asamblea Nacional Constituyente por el 
ministro de Gobierno Humberto de la Calle y el consejero presidencial para la 
Asamblea Nacional Constituyente, Manuel José Cepeda. Gaceta Constitucional No. 
91, Bogotá, Imprenta Nacional, 6 de junio de 1991. 

11 Gaceta Constitucional No. 109, Bogotá, Imprenta Nacional. 27 de junio de 1991. 
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francés. Su pieza central es el Consejo de Estado, que también 
actúa como cuerpo consultivo del gobierno en materia admi­
nistrativa. Dentro del Consejo de Estado, la sección de lo 
Contencioso Administrativo, se desempeña como tribunal su­
premo de lo contencioso administrativo; es decir, esencial­
mente como una corte de apelación, y existen tribunales 
administrativos departamentales que operan como jueces de 
primera instancia. 

La función esencial de esta jurisdicción es proteger los 
derechos de los particulares frente a la administración, lo que 
se asegura mediante el fácil acceso del ciudadano ordinario a 
los tribunales y la posibilidad de impugnar judicialmente 
cualquier acto, hecho u operación administrativos. La deci­
sión judicial puede revocar la actuación demandada y com­
pensar los perjuicios causados por una acción ilegal u 
arbitraria. 

Es innegable el importante papel desempeñado en Colom­
bia por la jurisdicción de lo contencioso administrativo en el 
control de la legalidad de la .administración. El Consejo de 
Estado ha sentado importante jurisprudencia en materia 
de derechos humanos, principalmente en casos de desapari­
ciones o torturas a manos de miembros de las fuerzas arma­
das o la policía nacional;18 

sin embargo, todo esto dentro de
los limites de su competencia que le impiden pronunciarse 
sobre la responsabilidad penal o disciplinaria de los servido­
res públicos involucrados, siendo sólo competente para decla­
rar la responsabilidad pecuniaria de la administración. 

De ahí lo paradójico del caso colombiano, en donde es 
relativamente fácil conseguir ante los tribunales la indemni­
zación de los daños morales y materiales ocasionados por la 
tortura, desaparición o muerte de un ciudadano a manos de 
la'> fuerzas de seguridad o de los agentes del Estado, pero por 
el contrario son contadas las ocasiones en que se sanciona 
penal o disciplinariamente al funcionario responsable.

19 

18 En 1983 reconoce por vez primera el Consejo de Estado la obligación de la 
administración de reparar los daños materiales y morales ocasionados por tortura. A 
partir de esa fecha se ha expedido una abundante jurisprudencia sobre la materia que 
cobija también los casos de desapariciones y muerte a manos de los organismos de 
seguridad. 

19 Sin embargo, a raíz de la entrada en vigor de la Ley 4 de 1990, y a resultas 
de la labor desplegada por la Procuraduría Delegada para los Derechos Humanos, 
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Tal como lo demuestra la experiencia francesa, 
20 

la exis­
tencia de una jurisdicción adminisi.Tativa no es incompatible 
con la institución del Ombudsman; por el contrario, ambas 
tienen un papel complementario, y su coexistencia le brinda 
una mayor protección a los ciudadanos, que no se ven preci­
sados en todos los casos a recurrir a la vfa judicial con todos 
los inconvenientes que �ta implica. 

esta situación ha cambiado radicalmente, siendo aún notable la impunidad de 
los miembros de las fuenas de seguridad. 

20 Pese a contar Francia con una eficiente justicia administrativa, la Ley 73-6 
de 3 de junio de 1973 introduce una institución equivalente al Ombudsman: el 
Mldiateur: institución que en un principio fue recibida con escepticismo, ya que se 
Je consideraba superflua en virtud de la eficiente tarea desempeñada por el Consejo 
de Estado y los tribunales administrativos. Contra todas las predicciones, la labor del 
Mldialuer ha sido muy provechosa, y actualmente goza de gran reconocimiento. 
Vid. Fix-Zamudio, Héctor, "Reflexiones comparativas sobre el Ombudsman", en 
Protecci6n jurldica de los derechos h1tm<lnOS, Estudios comparativos, México, Co­
misión Nacional de Derechos Humanos, 1991, pp. 201-203. 
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